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en los que se expresen las bases para la desinversión
del patrimonio inmobiliario del Estado susceptible de
enajenación.

b) Los inmuebles a enajenar serán vendidos o apor-
tados a SEGIPSA por la Dirección General del Patrimonio
del Estado.

c) El valor de la venta o aportación de los inmuebles
será el que determine la valoración de los servicios téc-
nicos de la Dirección General del Patrimonio del Estado,
sin que sea de aplicación lo prevenido en el artícu-
lo 38 del Real Decreto legislativo 1564/1989, de 22
de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley de Sociedades Anónimas.

4. Para la enajenación por SEGIPSA de bienes de
otros patrimonios inmobiliarios públicos de las entidades
a que se refiere el apartado 1 de la presente disposición,
el Consejo de Ministros deberá aprobar el correspon-
diente plan de desinversión, a propuesta conjunta del
Ministerio del que dependa el organismo y del de Eco-
nomía y Hacienda. En este supuesto, la enajenación pre-
via a SEGIPSA del inmueble requerirá la conformidad
de ambas partes sobre su valor.

5. Respecto de las materias señaladas en el apar-
tado 1, SEGIPSA no podrá participar en los procedimien-
tos para la adjudicación de contratos convocados por
las Administraciones públicas de las que sea medio pro-
pio. No obstante, cuando no concurra ningún licitador,
podrá encargarse a SEGIPSA la actividad objeto de lici-
tación pública.

6. Los contratos de obras, suministros, de consultoría
y asistencia y de servicios que SEGIPSA deba concertar
para la ejecución de las actividades que se expresan en
el apartado 1 se adjudicarán mediante la aplicación del
procedimiento establecido al efecto en la Ley 13/1995,
de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones
Públicas, cuando, en función de su importe, la licitación
deba ser objeto de publicidad en el «Diario Oficial de
las Comunidades Europeas» respecto de las cuantías
establecidas en los artículos 135, 178 y 204 de dicha
ley para los órganos y entidades de derecho público
que se integran en la Administración General del Estado.

Disposición transitoria única.

Los expedientes de contratación iniciados y los con-
tratos adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor
de la presente Ley se regirán por la normativa anterior.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo preceptuado en la pre-
sente Ley.

Disposición final única.

1. La presente Ley entrará en vigor a los tres meses
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»,
excepto la disposición transitoria décima y la disposición
adicional segunda de esta misma Ley, que entrarán en
vigor al día siguiente de la citada fecha de publicación.

2. Se autoriza al Gobierno para que en el plazo de
seis meses a partir de la publicación de esta Ley en
el «Boletín Oficial del Estado» elabore un texto refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas,
al que se incorporen las modificaciones que en su texto
se introducen por la presente Ley y en las siguientes
disposiciones:

Disposición adicional primera de la Ley 9/1996, de
15 de enero, por la que se adoptan medidas extraor-

dinarias, excepcionales y urgentes en materia de abas-
tecimientos hidráulicos como consecuencia de la per-
sistencia de la sequía.

Artículo 2 de la Ley 11/1996, de 27 de diciembre,
de Medidas de disciplina presupuestaria.

Artículos 72, 148 y 149 de la Ley 13/1996, de 30
de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del
orden social.

Artículo 77 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre,
de Medidas fiscales, administrativas y del orden social.

Artículo 56 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre,
de Medidas fiscales, administrativas y del orden social.

Artículo 30 de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre,
sobre introducción del euro.

La autorización a la que se refiere este apartado com-
prende la facultad de regularizar, aclarar y armonizar
los textos legales que han de ser refundidos.

3. El Gobierno, en el plazo de un año, procederá
a la aprobación de un pliego de cláusulas administrativas
generales para la contratación de bienes y de servicios
informáticos.

Por tanto.
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 28 de diciembre de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

MINISTERIO DE JUSTICIA

24708 INSTRUCCIÓN de 10 de diciembre de 1999,
de la Dirección General de los Registros y del
Notariado, sobre obligaciones de los Notarios
y Registradores de la Propiedad y Mercantiles
en materia de prevención del blanqueo de
capitales.

De conformidad con la Ley 19/1993, de 28 de
diciembre, sobre determinadas medidas de prevención
del blanqueo de capitales (cfr. artículo 16.1) y su Regla-
mento aprobado por Real Decreto 925/1995, de 6 de
junio (cfr. artículos 1 y 27), los Notarios y los Regis-
tradores de la Propiedad y Mercantiles deben informar
por escrito al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Pre-
vención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Mone-
tarias dependiente de la Secretaría de Estado de Eco-
nomía acerca de los contratos y actos de que tengan
conocimiento en el ejercicio de su función que puedan
constituir indicio o prueba de blanqueo de capitales pro-
cedentes de actividades delictivas, relacionadas con las
drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópi-
cas; relacionadas con las bandas armadas, organizacio-
nes o grupos terroristas, o realizadas por bandas o grupos
organizados.

El incumplimiento de esta obligación tiene la con-
sideración de infracción muy grave y se sancionará dis-
ciplinariamente como tal según la legislación específica
de aplicación (cfr. artículo 16.1 de la Ley 19/1993).

Sin embargo, son indudables las dificultades objetivas
con que se encuentran los Notarios y Registradores de
la Propiedad y Mercantiles a la hora de informar de
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hechos que puedan constituir indicio o prueba de blan-
queo de capitales, en los términos previstos en la legis-
lación anteriormente citada, dado que la procedencia
del dinero y la forma concreta de pago en las operaciones
inmobiliarias y en las constituciones de sociedades que-
dan muchas veces fuera del control y conocimiento de
aquéllos.

Por ello y para ayudar a los Notarios y Registradores
a superar las dificultades aludidas, la Instrucción contiene
una relación de actos y contratos que se consideran
susceptibles de estar particularmente vinculados con el
blanqueo de capitales, debiendo examinar los mismos
con cuidadosa atención. Los Notarios y Registradores
sólo estarán obligados a comunicarlas, lógicamente,
cuando le consten en el ejercicio de su función.

Para la correcta apreciación de tales operaciones
deberán tenerse en cuenta dos criterios: El de conoci-
miento del cliente, debiendo extremarse la atención en
clientes no habituales y desconocidos, y el criterio de
importancia relativa, de manera que se trate de ope-
raciones de importancia económica, por encima de los
5.000.000 de pesetas (30.050 euros) a que se refiere
el artículo 7.2 del Reglamento de la Ley 19/1993, de
28 de diciembre, sobre determinadas medidas de pre-
vención del blanqueo de capitales aprobado por Real
Decreto 925/1995, de 6 de junio. En determinadas ope-
raciones esta cifra se fija en 50.000.000 de pesetas
(300.506 euros), dada la escasa relevancia relativa de
las que quedan por debajo.

En su virtud, dispongo:

Primero.—Los Notarios y los Registradores de la Pro-
piedad y Mercantiles deben informar por escrito al
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blan-
queo de Capitales e Infracciones Monetarias dependien-
te de la Secretaría de Estado de Economía acerca de
los contratos y actos de que tengan conocimiento en
el ejercicio de su función que puedan constituir indicio
o prueba de blanqueo de capitales procedentes de acti-
vidades delictivas, relacionadas con las drogas tóxicas,
estupefacientes o sustancias sicotrópicas; relacionadas
con las bandas armadas, organizaciones o grupos terro-
ristas, o realizadas por bandas o grupos organizados.

Segundo.—A este efecto se considerarán como ope-
raciones susceptibles de estar particularmente vincula-
das con el blanqueo de capitales, cuando consten al
Notario o Registrador en el ejercicio de su función, las
siguientes:

1. Constitución de tres o más sociedades en el mis-
mo día o más de tres sociedades en el período de un
mes, cuando al menos uno de los socios de aquéllas
sea la misma persona física o jurídica, y concurran alguna
de las siguientes circunstancias: Que no sean residentes
en España alguno de los socios o administradores; que
se trate de socios o administradores no conocidos y
residentes en plaza distinta, o concurran otros factores
que hagan llamativa la operación.

2. Constitución de sociedades con capital en efec-
tivo en el que figuren como socios menores de edad,
incapacitados o fiduciarios. Se exceptúan en el primer
caso, las sociedades de carácter familiar.

3. Nombramiento de administradores en los que se
aprecie que no concurre aparentemente la idoneidad
y profesionalidad necesaria para el desempeño del cargo
(empleadas o empleados sin cualificación específica,
desempleados o personas sin ingresos, inmigrantes
recién llegados, personas sin domicilio conocido o con
domicilio de mera correspondencia, o en que concurra
alguna circunstancia que las haga no idóneas).

4. Nombramiento del mismo administrador único o
solidario con carácter simultáneo en tres o más socie-
dades.

5. Nombramiento de administrador único o admi-
nistrador solidario a personas residentes o domiciliadas
en paraísos fiscales.

6. Desembolsos de capital en efectivo por importe
superior a 50.000.000 de pesetas (300.506 euros) cuan-
do tal cantidad supere el 25 por 100 del capital inicial.

7. Desembolsos en constitución de sociedades y
ampliaciones del mismo superiores a 5.000.000 de pese-
tas (30.050 euros) llevadas a cabo por personas físicas
o jurídicas residentes o domiciliadas en paraísos fiscales.

8. La venta de las acciones o participaciones a per-
sonas sin ninguna relación razonable con los anteriores
accionistas dentro del período de los diez días hábiles
siguientes a la inscripción de la sociedad en el Registro
Mercantil.

9. Apoderamientos de residentes en favor de un
no residente.

10. Operaciones en las que existan indicios de que
los clientes no actúan por cuenta propia, intentando ocul-
tar la identidad real.

11. Cantidades recibidas por los Notarios en depó-
sito, bien en efectivo, bien en títulos de crédito, para
darles una aplicación prevista por el depositante con
fines aparentemente insólitos o inusuales.

12. Compraventa de inmuebles con pago en efec-
tivo o confesado recibido por importe superior al 25
por 100 del precio declarado en la escritura, siempre
que tal importe sea superior a 50.000.000 de pesetas
(300.506 euros).

13. Transmisiones sucesivas del mismo bien inmue-
ble en el mismo día con diferencias en el precio declarado
superiores a 5.000.000 de pesetas (30.050 euros) siem-
pre que tales diferencias superen el 25 por 100 de aquél.

14. Compraventa de inmuebles por importe supe-
rior a 5.000.000 de pesetas (30.050 euros) o su con-
travalor en moneda extranjera procedente de paraísos
fiscales.

15. Cualquiera otra operación con personas físicas
o jurídicas residentes en territorios o países que tengan
la consideración de paraíso fiscal de acuerdo con el Real
Decreto 1080/1991, de 5 de julio, cuando sean de
importe superior a 5.000.000 de pesetas (30.050 euros)
o su contravalor en moneda extranjera.

16. Los demás contratos y actos de que tengan
conocimiento en el ejercicio de su función que puedan
constituir indicio o prueba de blanqueo de capitales pro-
cedentes de actividades delictivas.

Tercero.—No se entenderán comprendidas en el ámbi-
to de esta Instrucción aquellas operaciones en que los
importes se hayan obtenido a través de un préstamo
concedido por una entidad financiera.

Cuarto.—Para la correcta apreciación de tales ope-
raciones deberá extremarse la atención en clientes no
habituales y desconocidos. Tratándose de operaciones
de cuantía, deberá limitarse a las de importancia eco-
nómica, siempre por encima de los 5.000.000 de pese-
tas (30.050 euros) a que se refiere el artículo 7.2 del
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre,
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo
de capitales, aprobado por Real Decreto 925/1995, de
6 de junio, o por encima de los 50.000.000 de pesetas
(300.506 euros) en los supuestos específicos en que
se atiende a este importe en los apartados anteriores
de esta Instrucción.

Quinto.—No podrán revelarse a clientes ni a terceros
que se ha transmitido información al Servicio Ejecutivo
de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales
e Infracciones Monetarias.

Sexto.—La comunicación se realizará en el plazo máxi-
mo de los cinco días hábiles siguientes a la autorización
o inscripción al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Pre-
vención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Mone-
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tarias, con sede en el Banco de España, calle Alcalá,
número 50, 28027 de Madrid, por cualquier medio inde-
leble, sea por escrito, en disquete o telemáticamente,
haciendo constar brevemente la operación realizada y
las circunstancias de toda índole de las que se infiera
el indicio de su vinculación al blanqueo de capitales.

Si el Servicio Ejecutivo lo requiere del Notario o del
Registrador, se remitirá además testimonio de la escri-
tura o nota simple de la inscripción practicada.

Séptimo.—En ningún caso se percibirán derechos
arancelarios por razón de la comunicación o remisión
regulada en esta norma.

Madrid, 10 de diciembre de 1999.—El Director gene-
ral, Luis María Cabello de los Cobos y Mancha.

Sres. Notarios y Registradores de España.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

24709 ORDEN de 21 de diciembre de 1999 por la
que se aprueba una marca especial para su
incorporación a cigarrillos destinados a la
venta a viajeros en determinados desplaza-
mientos.

La venta de cigarrillos a viajeros intracomunitarios,
tanto en establecimientos especiales situados en puertos
y aeropuertos como a bordo de buques y aeronaves,
ha experimentado un sustancial cambio desde que, el
pasado día 1 de julio de 1999, dichas ventas perdieran
el carácter de «libres de impuestos». Este cambio deter-
mina, además, la necesidad de que las cajetillas también
incorporen una precinta de circulación lo que, dado el
especial acondicionamiento para la venta al público que
presentan los cigarrillos, implica una limitación del marco
de actuación de los titulares de los correspondientes
establecimientos especiales y de aprovisionamiento, que
se ven obligados a contar con al menos dos tipos de
cajetillas de cigarrillos (con y sin precinta) en función
del destino del pasajero.

Sin embargo, los requisitos formales establecidos por
la normativa fiscal deben poder modularse para no cons-
tituir un obstáculo para la fluidez de una actividad que,
desde el punto de vista comercial, cabe seguir consi-
derando como única —ventas a pasajeros que se des-
plazan al extranjero—. Por tanto, se ha considerado opor-
tuno adoptar una medida que, con las suficientes garan-
tías para la Hacienda Pública, permita que los operadores
autorizados que así lo deseen puedan disponer de un
único tipo de cajetilla para las ventas a viajeros que
salen del ámbito territorial interno, con independencia
del tratamiento fiscal que proceda aplicar en función
de su destino.

El apartado 4 del artículo 26 del Reglamento de
Impuestos Especiales prevé que «el Ministro de Econo-
mía y Hacienda podrá autorizar que las precintas o sellos,
con las garantías necesarias, puedan ser sustituidos por
otro tipo de marcas». Al amparo de esta habilitación,
la presente Orden aprueba una marca especial para su
utilización exclusiva en los cigarrillos destinados a la ven-
ta a viajeros intracomunitarios.

En su virtud, en uso de las facultades que tengo atri-
buidas, dispongo:

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos de la aplicación de la presente Orden
se establecen las siguientes definiciones:

1 . « D i r e c t i v a 9 2 / 1 2 / C E E » . — L a D i r e c t i -
va 92/12/CEE, del Consejo, de 25 de febrero de 1992,
relativa al régimen general, tenencia, circulación y con-
troles de los productos objeto de impuestos especiales
(«Diario Oficial de las Comunidades Europeas» núme-
ro L76, de 23 de marzo de 1992).

2. «Envase autorizado».—Se considerará «envase
autorizado» cualquier tipo de envase que contenga 200
cigarrillos.

3. «Establecimientos de aprovisionamiento».—Las
fábricas y depósitos fiscales desde los cuales se sumi-
nistran directamente cigarrillos a buques o aeronaves
para su venta a pasajeros a bordo de los mismos, así
como los depósitos de recepción cuya actividad sea,
exclusivamente, el suministro para venta a viajeros a
bordo de buques y aeronaves que realicen un viaje
intracomunitario.

4. «Establecimientos especiales».—Los estableci-
mientos de venta al por menor, ubicados en puertos
o aeropuertos, que, teniendo el Estatuto de Depósito
Aduanero o Depósito Franco o bien de Depósito Fiscal,
estén comprendidos en el ámbito de aplicación de la
disposición adicional segunda del Real Decre-
to 1199/1999, de 9 de julio, por el que se desarrolla
la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del Mer-
cado de Tabacos y Normativa Tributaria, y se regula el
Estatuto Concesional de la Red de Expendedurías de
Tabaco y Timbre.

5. «Ley».—La Ley 38/1992, de 28 de diciembre,
de Impuestos Especiales.

6. «Reglamento».—El Reglamento de Impuestos
Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995,
de 7 de julio («Boletín Oficial del Estado» de 28 de julio
y de 16 de septiembre).

7. «Viaje intracomunitario».—Todo desplazamiento
entre dos puertos o aeropuertos situados en el territorio
de aplicación de la Directiva 92/12/CEE, que se inicia
en territorio español y termina fuera del mismo y en
el que no se realizan escalas intermedias en puntos situa-
dos fuera del territorio de aplicación de la referida Direc-
tiva 92/12/CEE.

No obstante, cuando se trate de ventas de cigarrillos
a bordo de buques y aeronaves, tendrá también la con-
dición de viaje intracomunitario el desplazamiento de
retorno al territorio español en el que se cumplan el
resto de condiciones establecidas en el párrafo anterior.

8. «Viajero intracomunitario».—Persona física que
realiza un viaje intracomunitario tal como se define en
el apartado 7 de este artículo y que está provista del
correspondiente título de transporte a través del cual
acredita tal condición.

Artículo 2. Condiciones de utilización de la «marca
especial».

Los cigarrillos destinados a la venta a viajeros intra-
comunitarios, bien en establecimientos especiales o bien
a bordo de embarcaciones o aeronaves a las que se
han suministrado desde establecimientos de aprovisio-
namiento, podrán incorporar, en lugar de la precinta de
circulación, una «marca especial» de acuerdo con las
siguientes reglas:

1. La marca especial, cuyo modelo figura como
anexo a la presente Orden, es un documento timbrado


